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La ilegalización de partidos políticos
en el ordenamiento jurídico español cons-
tituye una referencia imprescindible en
el estudio del vigente Derecho de Parti-
dos. La obra aborda, de manera magis-
tral, las causas de ilegalización introduci-
das por la Ley Orgánica 6/2002, de 27
de junio, de Partidos Políticos sin rehuir
ninguna de las importantes cuestiones
que la nueva regulación plantea. El estu-
dio de la norma se complementa con la
jurisprudencia del Tribunal Constitucio-
nal y del Tribunal Europeo de Derechos
Humanos, que se entrelaza al hilo de la
exposición y con abundantes referencias
bibliográficas que demuestran un conoci-
miento exhaustivo de la materia.

La obra consta de tres partes clara-
mente definidas. En la parte I (La libertad
de actuación de los partidos políticos y
sus límites constitucionales) se analiza el
fundamento constitucional de la regula-
ción de los partidos políticos, que hasta
la aprobación de esta ley se situaba, se-
gún la doctrina mayoritaria, en el artículo
22 del texto constitucional. En la práctica,
esto implicaba el reconocimiento de la
disolución penal como único límite a la
actividad de los partidos, pues impedía
someter el control sobre su actuación a
un régimen jurídico propio, distinto al de
las asociaciones comunes.

Sin embargo, la aprobación de la
LOPP de 2002 ha traído consigo un cam-

bio en el fundamento constitucional de la
norma reguladora del régimen de los par-
tidos, que ha basculado hasta el artículo
6 del texto constitucional. Esto ha per-
mitido el establecimiento de algún límite
adicional a los partidos políticos, no pre-
visto para las asociaciones, en cumpli-
miento del objetivo fundamental que mo-
tiva la aparición de la ley. Como destaca
la autora, «existen determinados apoyos
políticos al terrorismo, que no se instru-
mentan a través de actos delictivos, sino
que utilizan incluso como soporte el ejer-
cicio de derechos como la libertad de ex-
presión, la libertad ideológica o el dere-
cho de asociación. Impedir este tipo de
actividades es el fin último de la Ley. Un
fin, que en el marco en que hemos desa-
rrollado nuestras argumentaciones cree-
mos que puede considerarse constitucio-
nalmente admisible» (páginas 35 y 36).

Asimismo, en la parte I se reflexiona
sobre cómo la aparición de una nueva
vía de ilegalización de los partidos políti-
cos al margen de la penal ha planteado
la cuestión de si esta norma conforma
un supuesto de democracia militante y
de ser así, si resulta compatible con el
texto constitucional. Para la autora, «en
la Ley 6/2002 no es causa de disolución
de un partido defender un ideario, por
más que nos resulte molesto o inquie-
tante, sino utilizar como instrumento de
acción política la violencia y la vulnera-
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ción de los derechos y libertades ajenos,
cercenando la libertad y apertura del pro-
ceso político democrático» (p. 64). En
consecuencia, no puede afirmarse que la
ley de partidos suponga un supuesto de
democracia militante, que no tiene cabida
en nuestro ordenamiento constitucional.

El argumento central de la obra se
contiene en la parte II (La ilegalización
de partidos en la Ley 6/2002, de Parti-
dos políticos. Disolución y suspensión ju-
dicial de partidos), en la que se analiza el
régimen de ilegalización de la nueva ley.
Como es de sobra conocido, esta norma
ha venido a introducir una nueva forma
de disolución de los partidos políticos, al
margen de la penal. De hecho, podría
decirse que la ley 6/2002 es, sobre todo,
una ley de disolución de partidos.

La ley introduce, en un farragoso artí-
culo 9, las causas que motivan la disolu-
ción «no-penal» del partido político y que
sin las explicaciones de la autora, que des-
grana el contenido de la norma de manera
ordenada y sistemática, resultarían mucho
más difíciles de aprehender. En este artí-
culo se ha centrado la mayor parte del
debate sobre la constitucionalidad de la
norma. Frente al mismo se han esgrimido
cuatro motivos de inconstitucionalidad,
analizados en las páginas 124 a 225:

a) El primer reproche que se ha efec-
tuado y que afecta a la filosofía misma de
la norma, es la acusación de que la ley se
fundamenta en un sistema de democracia
militante, incompatible con nuestro texto
constitucional.

Ciertamente, una parte de la doctrina
ha visto en la ley la instauración de un
sistema de democracia militante, en el
que es la propia ideología de los partidos
políticos la que se somete a control.
Frente a estas críticas, la autora nos reve-
la como los límites que se establecen
aparecen referidos a la actividad del par-
tido y no a sus fines. La norma se confi-
gura como límite o prohibición de activi-
dades partidarias y no de fines políticos o
programáticos.

Para alcanzar esta conclusión, Mer-
cedes Iglesias Bárez analiza los distintos
supuestos que motivan la disolución ju-
dicial de un partido y nos descubre como
los límites que se establecen no aparecen
referidos a los fines del partido, sino a su
actividad.

b) La violación del principio «non bis
in idem» también ha sido presentado
como motivo de inconstitucionalidad de
la norma.

Este argumento se esgrime por el Go-
bierno Vasco en el recurso de inconstitu-
cionalidad planteado frente a la citada
ley y resuelto por la STC 48/03 y se fun-
damenta en que los artículos 9 y 10 a 12
LOPP violentan la interdicción constitu-
cional de la doble punición desde las
perspectivas material y procesal. Este re-
proche se efectúa desde la creencia de
que la concurrencia del Código Penal y la
Ley de Partidos provoca una clara repeti-
ción de tipos, incompatible con el citado
principio.

La autora, después de exponer de
manera crítica la respuesta del Tribunal
Constitucional, destaca cómo a su enten-
der no existe violación constitucional en
este extremo. «La disolución de partido
prevista en la LOPP no supone el ejerci-
cio del ius puniendi del Estado, no es
una sanción punitiva sino una sanción
reparadora de las que el artículo 34.3 del
Código Penal descarta como penas. Con
este tipo de medidas se pretende restau-
rar el «orden de cosas» alterado, restituir
las cosas o reponerlas conforme a su es-
tado primitivo, y por ello se prevén en le-
yes civiles y administrativas. En definitiva,
la disolución del partido pretende la re-
posición de un orden pluralista cercena-
do por el comportamiento de un partido
político» (pp. 164 y 165).

c) Las tachas de violación de los prin-
cipios de seguridad jurídica y legalidad se
fundamentan en las carencias de la ley
en materia de previsibilidad y de certeza,
a pesar de que en su tramitación se eli-
minó buena parte de la generalidad e im-
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previsión que caracterizaban la descrip-
ción de las conductas estatuidas.

Este reproche de inconstitucionalidad
se plantea por parte del Gobierno Vasco
fundamentándolo en el artículo 25 CE,
desde el entendimiento de que la ley de
partidos es una ley penal y, en conse-
cuencia, le resulta de aplicación el prin-
cipio de taxatividad, que supone un gra-
do superior de lex certa por aplicarse en
el ámbito penal. El Tribunal Constitucio-
nal en su argumentación, según la autora,
acaba cayendo en la trampa y arrastrando
la Ley de Partidos al ámbito penal.

Ciertamente, aunque la Ley de Parti-
dos no sea una ley penal, también se
debe ajustar a los criterios de previsibili-
dad y certeza que exigen los principios
constitucionales de legalidad y seguridad
jurídica del artículo 9.3 CE. Sobre todo, si
se atiende al dato de que esta norma pre-
tende materializar una limitación de los
derechos fundamentales de asociación,
de libertad de expresión y de participa-
ción.

Para la autora, este reproche de in-
constitucionalidad pierde parte de su
fuerza si las conductas descritas en el ar-
tículo 9.3 LOPP se interpretan como con-
creción y especificación del artículo 9.2
LOPP, que establece las causas de disolu-
ción de los partidos políticos. Además,
«la incertidumbre del precepto se supera
con facilidad mediante la operación in-
terpretativa y, por tanto, ni los partidos
desconocen absolutamente los comporta-
mientos prohibidos y su consecuencia: la
ilegalización, ni los jueces de la Sala Es-
pecial deciden bajo la más absoluta dis-
crecionalidad» (p. 192).

d) Por último, se analiza la alegación
de que los artículos 9 y 10.2, c) de la
nueva ley vulneran el principio de pro-
porcionalidad.

La autora, después de exponer las
cautelas que deben presidir la utilización
del principio de proporcionalidad como
parámetro de constitucionalidad del le-
gislador y de explicar el significado de

este principio atendiendo a la jurispru-
dencia del Tribunal Constitucional y del
Tribunal Europeo de Derechos Humanos,
descarta su vulneración por la LOPP. Para
ella, «es en la articulación concreta de la
intervención, o en la interpretación que
deba primar de ésta, donde una medida
de esta trascendencia jurídico-política se
juega su constitucionalidad y, por ende,
su propia «legitimidad» desde un sistema
democrático» (p. 225).

Especialmente interesante resulta, a
mi juicio, el análisis crítico que efectúa de
la respuesta otorgada por el Tribunal
Constitucional a este reproche, funda-
mentado en que «lo que el Tribunal ha
hecho es sustituir la verificación del juicio
de proporcionalidad español por la com-
probación del test europeo, sin tener en
cuenta que en materia de disolución de
partidos nuestro Derecho constituye una
protección mayor que la que procura el
Convenio y el TEDH al derecho de aso-
ciación política, y que conforme a la teo-
ría del estándar mínimo, por tanto, el test
europeo no es enteramente aplicable al
supuesto español». De hecho, como la
autora destaca, el TEDH admite que se
puede disolver un partido, no sólo en
base a su comportamiento sino también
con fundamento en su ideología antide-
mocrática.

La tercera parte de la obra se dedica
al estudio de «El procedimiento legal de
disolución de los partidos políticos y sus
efectos: la regulación legal y su concre-
ción jurisprudencial». El Capítulo I se cen-
tra en el procedimiento de ilegalización y
disolución de los partidos [artículo 10.2,
b) y c) de la LOPP].

En el Capítulo II, dedicado a los efec-
tos de ilegalización y disolución, la auto-
ra nos expone todas las cuestiones ati-
nentes a las consecuencias de la
disolución de los partidos: la liquidación
patrimonial y la prohibición de sucesión
en fraude de ley de la actividad de un
partido ilegalizado por otras formaciones
políticas (partidos políticos y agrupacio-
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nes de electores). Especialmente intere-
sante resulta, a mi juicio, el análisis de los
problemas de constitucionalidad que
puede plantear la sucesión fraudulenta
«de facto» en la actividad de un partido
disuelto o suspendido por una agrupa-
ción de electores desde la perspectiva de
los derechos fundamentales de sus inte-
grantes. En concreto, derecho de sufragio
pasivo (art. 23.2 CE), derecho a la tutela
judicial efectiva (art. 24.1 CE) y derecho
al proceso debido (art. 24.2 CE).

En consecuencia, la lectura de esta
obra no sólo proporciona un conoci-
miento profundo de la LOPP y de la ju-
risprudencia constitucional que ha inter-
pretado sus preceptos, sino también de
las importantes cuestiones constituciona-
les que esta ley ha suscitado. Como decía
al inicio de estas páginas, La ilegaliza-
ción de partidos políticos en el ordena-
miento jurídico español, de Mercedes
Iglesias Báez, constituye una referencia
imprescindible para el estudio del vigen-
te Derecho de partidos.

* * *
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